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En este trabajo se desarrolla un modelo que constituye una extensión del de Bernheim-Whinston, en el que las deci-
siones políticas son el resultado de las diferentes interacciones entre los grupos de interés directamente influyentes
(GIDI) en el proceso político y los gobiernos. Se demuestra que esto reaviva el rol de los gobiernos para potenciar no
sólo la competitividad entre esos grupos de interés, producida en el contexto de imperfecciones tanto de mercado
como del no-mercado y el marco político, sino también la creación de poderes de contrapeso entre dichos grupos, lo
que requiere de una regulación explícita que dé respuesta eficiente a los rápidos cambios que se operan en el merca-
do político.
Palabras clave: flawed state, proceso político de decisión, GIDI, competitividad, poderes de contrapeso, regulación
explícita.
Clasificación JEL: D72, D78, H10, H11.
1. Introducción
A medida que se ha ido perfilando el proceso de desjerarquización del Estado y demás
poderes públicos, ha ido desarrollándose una literatura sobre los procesos de formación de
las políticas que no se conforma únicamente con caracterizar la diversidad de autores, recur-
sos, roles y pautas de interacción —Dente y Fareri (1994)—, sino que pretende analizar el
surgimiento y desempeño de las nuevas estructuras reticulares que se orientan a ocupar ese
vacío. Esas estructuras —Scharpf (1991)— con las que es posible extender relaciones socia-
les en los espacios liberados por los sistemas de precios o por los derivados de los mecanis-
mos del voto, se estudian con las etiquetas de estructuras de implementación, contratos rela-
cionales o clanes (partisan mutual adjustement; policy networks; policy communities).
En relación con las cuestiones anteriores, adquieren una relevancia notable las conside-
raciones formuladas por Richard Musgrave (1996) en un artículo sobre el papel del Estado
en la Teoría Fiscal, donde hacía una amplia referencia a las imperfecciones que afectan a los
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intervención pública—, en un contexto en el que además también fallan tanto los mercados
como los mecanismos tradicionales de votación política y de representación partidista. Es en
ese contexto, que el autor aglutina bajo el rótulo de Flawed State, donde Musgrave pone de
manifiesto la necesidad de incorporar el análisis de la formación de las fuerzas sociales y la
actuación de los grupos de interés y las clases sociales a la investigación sobre la forma co-
rrecta en que ha de producirse la intervención pública. Todo esto, lleva a que la Economía
Pública tenga que estudiar no sólo la puesta en práctica de mecanismos eficientes para la
consecución de objetivos concretos, sino también las maneras en que el proceso de elección
de objetivos está relacionado con lo que una sociedad democrática debe y puede ser y la me-
dida en que los gobiernos pueden contribuir a la consecución de dichos objetivos.
Una manera de iniciar ese análisis es suponer que los gobiernos son entes racionales que
persiguen sus propios objetivos bajo la influencia de los partidos políticos y de los grupos de
interés, véase Reuben (2002). Según Horn (1995) y los desarrollos clásicos anteriores, que
son recogidos en Mueller (1989), esa racionalidad se sintetiza en que los gobiernos adopta-
rán las decisiones que les permitan minimizar los costes de transacción a los que se enfrentan
cuando tratan de desarrollar sus opciones de política y conservar el apoyo de la ciudadanía.
La comprensión de las transacciones que se producen en el mercado político exige tener
en cuenta la existencia de las disfuncionalidades introducidas por la presencia de asimetrías
de información, pues la expresión de las preferencias de los ciudadanos mediante el voto re-
sulta imprecisa y conduce a que el gobierno no pueda determinar con certeza el camino por
donde ha de transcurrir su actuación orientada a la consecución de los objetivos que se han
citado con anterioridad. En consecuencia, los partidos políticos se convierten en piezas fun-
damentales del sistema democrático, cuya función puede equipararse, de acuerdo con Witt-
man (1989), a la de una empresa especializada en la prestación de servicios de representa-
ción, con la misión de descubrir el conjunto relevante de demandas insatisfechas y tener
capacidad para movilizar favorablemente el voto partidario de los ciudadanos o clientela po-
tencial.
Sin embargo, a pesar del amplio espectro partidista que ofrecen los parlamentos de las
democracias representativas, los partidos políticos tienen, cada vez más, dificultades para
singularizar nítidamente las ofertas programáticas a su electorado potencial, por lo que las
diferencias entre las distintas posiciones, en relación con los temas más complejos, se han re-
ducido hasta presentar unas distancias difíciles de precisar a simple vista. Esto implica que
las políticas de los partidos presentan algunos signos de convergencia en el sentido que pre-
dice la hipótesis del votante mediano, cuyas preferencias sólo teóricamente sirven de base a
los políticos para especificar su oferta.
En contraposición, otras formas de identidad colectiva, como son los grupos de interés,
no están limitadas significativamente por las reglas del juego político y son capaces de pro-
poner programas que hacen posible resolver la elección entre alternativas diferenciadas, sos-
layando el conflicto de intereses. En este sentido, tal y como señalan Stigler (1971) y Pelt-
zman (1976), un instrumento que se sitúa como pieza fundamental de resolución es la teoría
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trade-off entre los actores que intervienen en un determinado proceso de toma de decisiones.
Es importante señalar, que la capacidad de resolución es diferente según el grado de re-
gulación explícita que esté presente en el juego político. En este sentido, pueden destacarse
aquí las notables externalidades negativas que se producen en el modelo de resolución nor-
teamericano, debido a las importantes carencias de regulación explícita que se pueden apre-
ciar en su sistema político-legislativo en relación con la permisión legal del lobby como una
señal informativa o de aviso a los agentes de dicho sistema. En relación con esto último, qui-
zás la principal externalidad sea el resultado perverso que se produce cuando algunos de esos
agentes dejan de ser solamente informados, para pasar a ser controladamente influenciados
por logrollers política y financieramente bien relacionados, representando intereses econó-
micos poderosos.
Precisamente, la consecución de unos niveles aceptables de costes de transacción, de in-
certidumbre y de conflicto de intereses que permitan aumentar el margen de maniobra a la
hora de resolver las elecciones entre las diferentes alternativas propuestas, son traídas a cola-
ción aquí por su capacidad para explicar la aparición de relaciones de agencia en el proceso
político. En este sentido, una aportación significativa para nuestro trabajo es la realizada por
Dixit (1996, 1998), que estableció la interacción entre actores políticos como una relación de
agencia común con múltiples principales, con lo que este enfoque puede ser analizado junto
a una literatura que tiene como referencias más notables los estudios de Harris y Raviv
(1978), Holmström (1979), Shavell (1979), Grossman y Hart (1983), Wilson (1989) y el ya
citado de Sharpf (1991). Sin embargo, es importante precisar que también resultaría excesivo
atribuir a la teoría de la agencia una capacidad explicativa plena del funcionamiento de las
organizaciones democráticas, aunque no cabe duda que es una referencia obligada para su
análisis actual.
Finalmente, la dinámica particular del ejercicio del poder y su necesidad de producir in-
teracciones de alguna manera predecibles sobre el proceso político de toma de decisiones
hace que el propio interés del gobierno genere incentivos económicos que le llevan a consi-
derar selectiva y ponderadamente los intereses del conjunto de la sociedad, con lo que se
pone claramente de manifiesto la dependencia que tiene el gobierno del bienestar de la socie-
dad para resultar elegido o reelegido. Este planteamiento ha sido incorporado, entre otros, en
los estudios de autores tan representativos como Stigler (1972), Becker (1985), Ordeshook
(1986), Alesina y Drazen (1991), Drazen y Grilli (1993), Wolf (1993), Tollison y Congleton
(1995), Wittman (1995), McGuire y Olson (1996) y Boyce (2000).
En nuestro trabajo pretendemos investigar ¿qué tipo de rol le cabe desempeñar a un go-
bierno que actúa como un ente racional en la consecución de esos objetivos electorales de in-
terés particular que acabamos de señalar, cuando los ciudadanos recurren a los grupos de in-
terés o lobbies ante la incapacidad de los partidos políticos para canalizar sus peticiones?
De acuerdo con las revisiones de la literatura sobre modelización de los grupos de inte-
rés efectuadas en los trabajos de Austen-Smith (1997), Van Winden (1999), Grossman y
Helpman (2001) y Reuben (2002), es posible ordenar en varias categorías los diferentes pa-
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grupos carecen de cualquier organización y, por tanto, no interactúan ni con otros grupos ni
con los policymakers. Bajo este conjunto de supuestos, el grupo es solamente un medio de
identificar, diferenciar o clasificar a sus miembros individuales.
En la segunda, los modelos suponen que los grupos imponen algún tipo de norma coerci-
tiva sobre el comportamiento de sus miembros. En la tercera, los modelos consideran que los
lobbies son directamente influyentes en el proceso político de toma de decisiones con el ob-
jeto de indagar el impacto de las acciones entre los agentes implicados, total o parcialmente,
en dicho proceso. En la última categoría, las hipótesis de trabajo se establecen sobre la capa-
cidad de influencia de los grupos de interés en los policymakers mediante algún mecanismo
de transmisión de la información relevante.
A partir de la contextualización anterior, nuestra tarea se centra en la investigación sobre
los grupos de interés directamente influyentes (GIDI) en el proceso político de toma de de-
cisiones, que forma la tercera de las acotaciones con identidad propia que hemos destacado
en la literatura que modela a los grupos de interés.
Puesto que esos tipos de lobbies existen y los gobiernos dependen del bienestar de la
sociedad para resultar elegidos o reelegidos, ahora cabe preguntarse ¿qué pueden hacer es-
tos últimos para interaccionar positivamente con los GIDI en beneficio de la calidad demo-
crática y, por tanto, del bienestar social? En principio, la respuesta a esa dinámica puede
producirse según dos opciones diferentes, intentar reducir el número de los GIDI o acre-
centarlo.
Sin embargo, si se tiene en cuenta que en las sociedades democráticas, desde hace ya al-
gún tiempo, se experimenta un proceso de derechos o títulos en ascenso de la ciudadanía en
la terminología de Bell (1973), la primera de las opciones corre un gran riesgo de convertirse
en un desempeño político del tipo blow against the wind, especialmente, en la implementa-
ción de políticas que afectan a la calificación de obligaciones y la elegibilidad de los dere-
chos que, en definitiva, acaban revertiendo sobre el hogar público, que es el espacio caracte-
rístico en el que se mueven socialmente los agentes en juego, tal y como expone
certeramente Fernández Cainzos (2004). Esto es así porque la adopción de esa pauta de ac-
tuación a contracorriente requeriría la implementación de medidas restrictivas explícitas so-
bre la formación y la permanencia de grupos sociales representativos, lo que presenta una
alta probabilidad de traducirse en un coste electoral potencialmente inaceptable para cual-
quier gobierno. Por tanto, en esta investigación se aboga por la segunda posibilidad y se de-
muestra que aumentar el número de los GIDI es la única situación posible dadas las restric-
ciones del modelo planteado.
Se pretende aquí aportar resultados nuevos a la literatura de los GIDI con la construcción
de un modelo que constituye una extensión del de Bernheim y Whinston (1986), con el que
se intenta estudiar especialmente las posibilidades que tienen los gobiernos actuales de avi-
var su rol participativo en dicho proceso cuando interaccionan con este tipo de grupos de
interés.
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va global a los modelos de representación parlamentaria, sino, más bien, como un comple-
mento. Esto es así porque entendemos que es posible aportar nuevas ideas desviándose de los
aspectos tradicionales abordados por la teoría a la hora de afrontar el estudio del mercado po-
lítico.
En nuestro modelo Principal-Agente, se supone que los gobiernos adoptarán las decisiones
políticas con el objeto de maximizar su función objetivo, haciéndose depender este resultado
del apoyo político que reciban de los GIDI, por un lado, y del bienestar general, por otro. Por
tanto, estableceremos que las decisiones políticas de equilibrio serán entendidas como el resul-
tado de un juego no cooperativo en dos etapas, en las que los grupos perfilan sus estrategias de
apoyo político en la primera etapa y el gobierno decide su política en la segunda.
2. El modelo
Los grupos de interés directamente influyentes tienen una gran capacidad para presionar
a favor de sus demandas a lo largo del proceso político. En este sentido, pueden influir en las
decisiones políticas ofreciendo o retirando su apoyo a las medidas adoptadas por los gobier-
nos, o bien financiando, entre otras diversas posibilidades legales, la publicidad de una cam-
paña electoral en la que se va a decidir qué representantes habrán de resultar elegidos.
De acuerdo con lo expuesto en el párrafo anterior, supondremos que cada grupo i formu-
lará su propuesta de apoyo o colaboración, ante un vector de decisión política g, de manera
que maximice su función objetivo:
Vi = Wi – Ei (1)
En la igualdad anterior, Wi representa el bienestar conjunto de los miembros del grupo y
Ei el esfuerzo que para cada grupo conlleva su propuesta de apoyo o colaboración ante la ini-
ciativa del gobierno, i = 1,2,...,N. El apoyo político que un grupo de interés presta a un deter-
minado vector de decisión no debe entenderse, necesariamente, como una forma de financia-
ción para los partidos gobernantes. Sin embargo, este apoyo resulta igualmente costoso para
los grupos, pues han de incurrir en costes de información para valorar las consecuencias so-
bre su bienestar de las distintas decisiones que se puedan adoptar. Asimismo, resulta eviden-
te que algunas decisiones políticas pueden no gozar de la simpatía de los grupos de interés,
en cuyo caso, su propuesta de apoyo sería inexistente.
Formalmente, el bienestar conjunto de los miembros del grupo de interés puede determi-
narse por la relación siguiente:
(2)
En la expresión anterior, Yi(g) representa la renta que los miembros del grupo obtienen
por su participación en el proceso productivo, ai es una proporción de la población dotada,
legal o efectivamente, de los derechos de elegibilidad sobre un tema de decisión específico,
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* i ii (g)= (g)+ [(g g )S(g)] W Y  por lo que representa la fracción de la población que, formando parte de dicho grupo, asume
el esfuerzo que conlleva la colaboración con los órganos de decisión política, y [(g – g*)S(g)]
el excedente total del consumidor que se obtiene a partir de las desviaciones existentes entre
el vector de decisión considerado, cuando se atribuye al gobierno una conducta maximizado-
ra g, y el que debería determinarse bajo el supuesto de que los gobiernos actúan de manera
altruista en el intento de dar respuesta a las demandas de la sociedad g*. Por tanto, habrá un
conjunto de vectores de decisión política entre los que el gobierno puede elegir, que se deno-
minará G.
Consideraremos al gobierno como un actor que se desenvuelve en el proceso de relación
con los GIDI en un sentido compatible con lo propuesto por el teorema de Bernheim-Whins-
ton a la vez que actúa de acuerdo con su racionalidad y objetivos y pretende obtener capaci-
dad de maniobra para mejorar la implementación de sus opciones de política en presencia de
una significativa presión política ejercida por estos grupos específicos. El gobierno, que en el
análisis económico tradicional, era tenido en cuenta como un actor económico con persona-
lidad y características propias, aquí, por el contrario, se considera como un actor con moti-
vaciones y estrategias que no son distintas de los roles que pueda desempeñar cualquier otro
actor.
En consecuencia, el gobierno establecerá su interacción con los grupos de interés influ-
yentes en función de un criterio maximizador determinado por dos influencias contrapuestas:
la promoción de esos grupos de interés por el apoyo político que le prestan, y la necesidad de
mantener el bienestar colectivo para asegurarse la permanencia en el poder.
Formalmente, su función objetivo podemos expresarla del siguiente modo:
(3)
donde W(g) representa el bienestar conjunto de la sociedad y a permite recoger la diferencia
entre el valor que el gobierno asigna al apoyo político, y quizás económico, de los grupos
que reciben los privilegios, y el asignado al impacto que sobre todos los votantes tendrá la
variación que dichos privilegios conllevan sobre el bienestar general.
El gobierno se preocupará por mejorar las condiciones de vida de los ciudadanos ya que
éstos apoyarán la reelección de aquellos gobiernos que contribuyan a tal objetivo. El bienes-
tar conjunto de la sociedad podría determinarse de la siguiente forma:
(4)
Con la igualdad expresada por la ecuación (3) se hace referencia a una situación en la
que diferentes grupos de interés con capacidad para desequilibrar la balanza en el momento
de la elección política, actuando como principales, tratan de inducir a un único actor, el go-
bierno, a que tome una decisión. El gobierno actúa como un agente para varios grupos de in-
terés y asume, en consecuencia, el coste que conlleva la adopción de una decisión política
que resulte ineficiente y perjudique el interés general.
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  $El planteamiento que acabamos de realizar permite situarse en una estrecha relación con
la estructura del problema de agencia según la forma analizada por Bernheim y Whinston
(1986) mediante un modelo de subasta que permite caracterizar el equilibrio en una situación
donde los participantes, con información perfecta, anuncian un menú de ofertas y los pagos
asociados a las distintas acciones que puede emprender el subastador. Es importante señalar
aquí que, aunque el modelo de Bernheim y Whinston se centra en el análisis de situaciones
en las que los jugadores proponen un conjunto finito de objetivos, su aportación podemos
aplicarla a la resolución del problema que nos atañe, en el que el actor que desempeña el rol
de subastador puede escoger entre un conjunto continuo de posibles acciones.
A partir de lo anterior, en nuestro modelo se procede a la caracterización del equilibrio
resultante del juego político, lo que constituye una extensión del modelo de Bernheim y
Whinston. En una primera etapa, suponemos que los GIDI formulan sus propuestas de apoyo
político, atendiendo a los niveles de esfuerzo que están dispuestos a asumir ante las distintas
decisiones que el gobierno pueda adoptar. Considerando estas propuestas, en la segunda
etapa, establecemos la hipótesis de que el gobierno adopta la decisión que mejor responde a
sus objetivos y recibe de cada uno de los GIDI el apoyo político asociado con ella.
El tipo de análisis que planteamos utiliza dos supuestos fundamentales, uno sobre la es-
tructura institucional y otro sobre el comportamiento de los GIDI. En primer lugar, supone-
mos la existencia de dos colectivos con intereses complementarios: grupos de interés organi-
zados para articular las demandas de la sociedad y transmitirlas al proceso político, y agentes
políticos interesados en conocer dichas demandas para traducirlas en decisiones políticas. En
segundo lugar, planteamos que las acciones de ambos grupos se llevan a cabo con el objetivo
primordial, aunque no único, de maximizar sus beneficios.
2.1. La caracterización del equilibrio de un gobierno que se comporta como
un actor según la propuesta de Bernheim y Whinston
En esta sección se parte del lema segundo del modelo de Bernheim y Whinston (1986) con
el objeto de caracterizar el equilibrio que proponemos de la siguiente forma: un conjunto de
propuestas de apoyo político{( ) } Eg i
o —sobre las que cada GIDI intenta maximizar conjunta-
mente su bienestar con el del gobierno, estando dado el conjunto de estrategias de los otros
grupos—, y un vector de decisión política{} g o —con el que el gobierno pretende maximizar
su función objetivo del gobierno tomando las estrategias de apoyo de los GIDI como exóge-
nas—. Estas condiciones se plasman en la Definición 1 que establecemos a continuación:




0 es un equilibrio de Nash perfecto en subjuegos de este
juego de decisión política si y sólo si:
(a) Ei
o es factible 2 i 0 N;
(b) g o maximiza E g aW g i
o
iN 0 $  () () en G;





() () () ()  
0 $ en G para cada j 0 N;




0 $ en G sujeto a
Eg j
oj () 0.
En el contexto que hemos planteado para especificar nuestra modelización, la condición
(a) limita las estrategias de apoyo de los GIDI a aquellas que les resulten factibles, es decir,
en ningún caso serán aceptables las que conlleven un nivel de esfuerzo por encima del que
los miembros de dichos grupos estén dispuestos a asumir. Por su parte, la condición (b) esta-
blece que, dadas las estrategias de apoyo propuestas por los grupos, la decisión que el gobier-
no adopte para cada una de ellas le permitirá maximizar sus objetivos.
De acuerdo con la condición (c), en equilibrio no es posible que puedan existir oportuni-
dades de beneficio no explotadas, es decir, el vector de decisión de equilibrio debe maximi-
zar el bienestar conjunto de un grupo y el gobierno, dadas las estrategias de apoyo de los res-
tantes grupos. Si esto no ocurriese, cualquier grupo podría reformular su estrategia e inducir
al gobierno a tomar una decisión acorde con este nuevo planteamiento, apropiándose de bue-
na parte del excedente que derivase de tal decisión. Por último, la condición (d) recoge la po-
sibilidad de que exista un vector de decisión, asociado a la carencia total de apoyo por parte
de un grupo, que el gobierno considere tan atractivo como el de equilibrio.
Si se supone que las estrategias de apoyo político diseñadas por los GIDI son diferencia-
bles, por lo menos alrededor del punto de equilibrio, go, en el que se maximiza conjuntamen-
te el bienestar de un grupo y el gobierno dadas las estrategias de apoyo de los restantes gru-
pos, la condición de primer orden puede escribirse de la siguiente forma:
(5)
Teniendo en cuenta, además, que la maximización de la función objetivo del gobierno
satisface la condición de primer orden:
(6)
A partir de las dos ecuaciones anteriores, se puede obtener la expresión siguiente:
(7)
Esta última ecuación indica que cada GIDI diseña su estrategia intentando que la variación
marginal en su esfuerzo para conseguir un pequeño cambio en la decisión del gobierno coinci-
da con la variación experimentada en su bienestar como resultado de dicha modificación. En
consecuencia, todas las estrategias de apoyo político se pueden considerar como localmente
verdaderas en torno a go, es decir, reflejan las verdaderas preferencias de los grupos.
Todo equilibrio sostenido por estrategias verdaderas constituye un refinamiento del con-
junto de equilibrios de Nash. Este equilibrio de Nash verdadero tiene, además, una interesan-
te propiedad para nuestro propósito: el vector de decisión política considerado, induce al go-
bierno a comportarse como maximizador de una función de bienestar social que recoge
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i i E( ) = ( ) i N gg W 33 2 0diferentes ponderaciones aplicables al bienestar de los distintos individuos que integran la
sociedad. En suma, dicho vector representa nuestra posición por su completa capacidad de
integración al satisfacer la igualdad siguiente:
(8)
Si agregamos en i la ecuación (7) y sustituimos el resultado obtenido en la ecuación (6),
obtenemos la expresión siguiente:
(9)
Esta ecuación nos servirá para caracterizar la política de equilibrio bajo estrategias de
apoyo diferenciables y representa, además, la condición de primer orden necesaria para la
maximización de la ecuación anterior que, como se ha dicho anteriormente, identificaba el
vector de decisión política considerado bajo un equilibrio de Nash verdadero.
Finalmente, podremos determinar ¿cuál es la incidencia de un pequeño cambio en la de-
cisión política sobre el bienestar de los grupos, en particular, y de la sociedad, en su conjun-
to? En primer lugar, es posible calcular la variación en el bienestar de un grupo i, de la forma
siguiente:
(10)
Cuando los miembros de un grupo de interés representan una pequeña fracción de la po-
blación con derechos de elegiblidad, recibirán solamente una parte insignificante del exce-
dente total del consumidor que se genera cuando la decisión política se desvía del resultado
obtenido bajo el supuesto de que los gobiernos actúan de forma desinteresada. En conse-
cuencia, a medida que se produce una reducción en el número de miembros de un grupo en
relación al total de la población, se diluyen sus incentivos para alejar la decisión política de
la que resultaría más conveniente si se atendiese, únicamente, al interés general de la socie-
dad.
Sumando la ecuación anterior 2 i 0 N, se puede conocer la incidencia de dicha modifi-
cación en la decisión política, sobre el bienestar de todos los individuos que llevan a cabo ac-
tividades organizadas o de grupo:
(11)
donde representa la fracción de la población que canaliza sus demandas a través
de los grupos de interés y asume, en consecuencia, el esfuerzo que conlleva una participa-
ción más activa en el proceso político de decisión.
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. $$Para estudiar cómo afecta esa modificación en la decisión política al bienestar general de
la sociedad, se plantea la ecuación siguiente:
(12)
que refleja, conjuntamente, la incidencia de dicha modificación en las condiciones producti-
vas y en el excedente total del consumidor.
La sustitución de (11) y (12) en (9), permite identificar la decisión política de equilibrio.
Ésta se expresa, en la ecuación 13, en términos de las desviaciones existentes respecto a la
decisión que le correspondería adoptar a un gobierno que, de un modo altruista, pretendiese
dar respuesta a las demandas de la sociedad:
(13)
El resultado aportado por la ecuación anterior indica que, si los grupos de interés diseñan
estrategias de apoyo político diferenciables alrededor del punto de equilibrio, el gobierno
adopta una decisión política que satisface:
(14)
donde representa la elasticidad cruzada del excedente del con-
sumidor respecto a la renta.
En lo que se refiere a la ecuación anterior, es importante señalar que se pueden estable-
cer una serie de consideraciones significativas que se referirán a continuación:
En primer lugar, dado que 4 5 Sg j () 0 , se observa que cuanto mayor sea la incidencia de
una pequeña modificación en la decisión política sobre el excedente del consumidor, mayor
será el coste que dicha decisión conlleva para el gobierno, y menor el valor de la desviación
que éste está dispuesto a aceptar respecto a la decisión que le correspondería tomar si actuase
desinteresadamente.
En segundo lugar, si consideramos que eS/Y < 0, es decir, que cualquier variación que ale-
je la decisión política a adoptar de aquella que responda, únicamente, a una acción desintere-
sada del gobierno, conlleva una mejora en las condiciones productivas de la sociedad que va
acompañada de una reducción en el excedente del consumidor, se observa que cuanto mayor
sea el valor de esta elasticidad cruzada del excedente del consumidor respecto a la renta, me-
nor será el valor de la desviación que el gobierno asuma.
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$Un resultado similar al que se acaba de señalar se alcanza a medida que se va haciendo
mayor el valor asignado por el gobierno al impacto que sobre el bienestar de todos los votan-
tes tiene cualquier desviación asociada a una decisión política, que se aleje del comporta-
miento esperado del propio gobierno.
Por último, debe considerarse que, incluso, en el supuesto de que el gobierno tomase una
decisión atendiendo, únicamente, a los apoyos políticos que los grupos le dispensan (a = 0),
si todos los ciudadanos manifestasen sus preferencias de forma organizada (aN = 1), la com-
petencia política entre los GIDI se haría tan intensa, que aproximaría el resultado del proceso
político de decisión al que debería obtenerse bajo el supuesto de que el gobierno actúa exclu-
sivamente en defensa del interés general.
Tal aparente paradoja se presenta cuando hay un número elevado de GIDI que participan
en el proceso de decisión, pues éstos deben asumir estrategias de apoyo demasiado costosas
para disfrutar de los favores del gobierno, ya que gozan, en estas condiciones, de un escaso
poder individual. Además, la competitividad entre los GIDI, que les forzaría a crear un entra-
mado de relaciones formales entre ellos, junto a los poderes de contrapeso necesarios para el
mantenimiento de dicho entramado, son dos mecanismos que avivan el rol participativo de
los gobiernos nacionales en el sentido que propone nuestro modelo.
Finalmente, es importante señalar que esos dos mecanismos requieren de una regulación
explícita que dé respuesta eficiente a los rápidos cambios que se operan en el entorno objeto
de nuestro estudio, véase Dixit (1996 y 1998), lo que requiere una implementación flexible
por una parte, de normas de funcionamiento entre los actores y, por otra parte, de las institu-
ciones y los instrumentos necesarios para la resolución de los problemas presentados.
3. Conclusiones
En un contexto en los que los GIDI interaccionan con los gobiernos debido a la existen-
cia de incentivos mutuos, nuestro modelo considera que las decisiones políticas son el resul-
tado de acciones y reacciones entre los GIDI que articulan las demandas sobre el proceso po-
lítico. Mediante el complejo sistema de interacciones a que esto da lugar, la elaboración de la
política se fragmenta en una multiplicidad de problemas estratégicos, algo que puede ser en-
tendido como una alternativa al interés general.
Según nuestro modelo, resolver con éxito esos problemas se ha convertido en una im-
portante tarea para los gobiernos nacionales en la actualidad, pues ha avivado un rol en el
que se configuran como unos actores con capacidad para fomentar no sólo la competitividad
entre los GIDI, sino también la creación de poderes de contrapeso intergrupal. Estos últimos
resultan especialmente necesarios no sólo para la defensa de los intereses de aquellos GIDI
con más dificultad para establecer los mecanismos concretos de presión de sus demandas ex-
plícitas, sino también para mantener la eficiencia y la eficacia sociales de la arena política
democrática con unos estándares aceptables de rendición de cuentas de las interacciones a
que dan lugar estos grupos específicos.
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desaparecido las tradicionales diferencias en términos de nivel de participación, pues, en el
caso de que únicamente un GIDI represente a un grupo reducido de votantes éste podría cap-
turar, a expensas del resto de votantes potenciales no representados, todo el excedente del
consumidor que deriva de su relación política con el gobierno. Para ello, simplemente basta-
ría con compensar a este último por el coste político que asume como consecuencia del trato
de favor dispensado.
La secuencia señalada se encuentra en la base del Flawed State, en el que una parte de
sus actuaciones está relacionado con prácticas corruptas, el clientelismo político y la arbitra-
riedad, potenciadas en la mayoría de los casos por los grupos de interés beneficiarios de las
decisiones de la autoridad, lo que nos conduciría a situaciones no necesariamente más tolera-
bles que las que puedan generar los fallos de mercado.
En la medida en que sea posible que los grupos más poderosos puedan asegurar la apli-
cación de políticas que les beneficien e impedir aquellas otras que les perjudiquen, estaría-
mos asistiendo a un proceso de degradación del sistema democrático. Situación que entende-
mos puede darse temporalmente, pero que el sistema democrático y, en particular, los
gobiernos, que se comporten como actores en el sentido que proponemos, corregirán siempre
que logren incentivar con éxito la formación de nuevos grupos.
Por último, una extensión natural es considerar la posibilidad de que el ejercicio del po-
der en situaciones con información asimétrica puede incentivar la captura del excedente en
condiciones particularmente provechosas para determinados grupos de interés, especialmen-
te, los mediáticos o fuertemente relacionados con éstos. Frente a este problema, una vez más
nuestra conclusión sobre la introducción de competitividad en la interacción entre el gobier-
no y los GIDI podría servir para evidenciar la información relevante y limitar los comporta-
mientos oportunistas o de tipo monopólico.
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Abstract
In this work we present a model basis on Bernheim-Whinston model, which considers that political decisions are the
result of various interactions between groups with direct influence (GDI) on political decision making. According to
our approach, this model stokes up government role which consists in to strengthen not only the competitiveness
amongst lobbies which occurs in an flawed market and non-market and political framework, but also in the creation
of counterweight power among the aforementioned lobbies, therefore a explicit regulation is required to give an effi-
cient response to rapid politician market changes.
Keywords: flawed state, political decision-making, groups with direct influence (GDI), competitiveness, counter-
weight powers, and explicit regulation.
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